EXTORSIÓN EN GRADO DE TENTATIVA 

RADICACIÓN: 660016000000201800040-01

PROCESADO: RDSC

SE CONFIRMA AUTO
A N°025

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
LEGITIMACIÓN DEL APODERADO DE CONFIANZA PARA ACTUAR EN NOMBRE DEL PROCESADO / ES REQUISITO INELUDIBLE QUE EL PODER HAYA SIDO AUTENTICADO MEDIANTE PRESENTACIÓN PERSONAL / O MEDIANTE EL “PASE JURÍDICO” SI LA PERSONA ESTÁ PRIVADA DE LA LIBERTAD.
… la situación a dilucidar está enmarcada en el hecho que a la abogada LUCERO TORRES MURILLO se le negó su reconocimiento como apoderada del señor RDSC, quien al parecer, con antelación a fugarse del sitio de reclusión, le otorgó poder para actuar, pero el mismo carece de nota de presentación personal, a consecuencia de lo cual se adoptó tal determinación. (…)
… con ocasión del disenso de quien dice fungir como su defensora de confianza, debe establecer el Tribunal si el documento arrimado en efecto la habilita para hacer uso del derecho de postulación y representar en juicio los intereses del acusado. (…)
… el C.P.P. no contempla normativa alguna relacionada con los requisitos o exigencias que debe contener tal escrito, por lo cual en atención al principio de integración contenido en el canon 26 ídem, debe acudirse por remisión al Código General del Proceso, que sí contempla una regulación expresa en tal sentido.

En efecto, el artículo 73 de dicha norma dispone que las personas que hayan de comparecer al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado legalmente autorizado, y el canon 74 dispone: “El poder especial puede conferirse verbalmente en audiencia o diligencia o por memorial dirigido al juez del conocimiento. El poder especial para efectos judiciales deberá ser presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o notario. (…)

… cuando se trata de personas que se encuentran privadas de su libertad en centros carcelarios, o incluso en sitios de reclusión transitorios -nos referimos a las estaciones de Policía, CAI o U.P.V.-, debe obrar el “pase jurídico” que no es otra cosa que un sello de la entidad a cargo de la cual se encuentra la persona detenida y que se plasma en el documento, cuya finalidad no es otra que dar cuenta que dicho escrito fue elaborado por el interno…
… en consonancia con lo mencionado por la funcionaria de primer nivel y el Agente del Ministerio Público, la abogada TORRES MURILLO carece de legitimidad para representar al señor RDSC, lo cual no es desde luego un asunto sin trascendencia, como lo refirió el fiscal en condición de no recurrente, por cuanto la ausencia de presentación del poder comporta la carencia de legitimación para actuar a nombre de otro…
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintinueve (29) de abril de dos mil diecinueve (2019)

  ACTA DE APROBACIÓN N° 396
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Abril 30 de 2019.  9:10 a.m.

	Sentenciado: 
	RDSC

	Cédula de ciudadanía:
	4.512.898 expedida en Pereira (Rda.)

	Delito:
	Extorsión en grado de tentativa, concierto para delinquir agravado, homicidio agravado en concurso homogéneo, y fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego agravado.

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de  Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Se decide apelación interpuesta por la defensa  contra la providencia de marzo 27 de 2019 por medio de la cual se decretó la falta de legitimidad de la abogada para intervenir. SE CONFIRMA.


La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la providencia a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Con ocasión de la información suministrada a las autoridades judiciales por el ciudadano K.F.P.M., quien manifestó su intención de colaborar con la justicia en el esclarecimiento de diversos homicidios cometidos en Pereira, para lo cual aportó datos de personas integrantes de una organización criminal dedicada a tales conductas, así como a la venta de estupefacientes, una vez efectuadas las labores investigativas se logró identificar a las personas que hacían parte de dicho grupo, entre ellos al señor RDSC, alias “Fantasma”, frente a los cuales se libraron órdenes de captura.

1.2.- Realizada su aprehensión, así como la de otros ciudadanos, se llevaron a cabo ante el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.) las audiencias preliminares (16, 18 y 19 de septiembre de 2017), por medio de las cuales: (i) se legalizó su aprehensión; (ii) se le formularon cargos por las conductas de concierto para delinquir agravado y tráfico de estupefacientes, en concurso con homicidio agravado con circunstancias de mayor punibilidad, fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego agravada y extorsión en grado de tentativa, frente a los cuales GUARDO SILENCIO; y (iii) se le impuso detención preventiva en establecimiento carcelario.

1.3.- A consecuencia de lo anterior, la Fiscalía presentó escrito de acusación (abril 06 de 2018) que correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), autoridad ante la cual se efectuó la audiencia de formulación de acusación (junio 13 de 2018) donde se clarificó la imputación jurídica, la cual quedó así: extorsión en grado de tentativa -art. 244 C.P.-, concierto para delinquir agravado -art. 340 inc. 2 y 3 C.P.-, homicidio agravado -arts. 103 y 104 C.P.- en concurso homogéneo y con circunstancia de mayor punibilidad –art. 58 Numeral 10 C.P.- en calidad de determinador, y fabricación tráfico, porte o tenencia de armas de fuego agravado –art. 365 numeral 5 C.P.-.  Fijada la fecha para la audiencia preparatoria (diciembre 03 de 2018), se aplazó a petición del defensor público asignado. 

Reanudada dicha diligencia (marzo 14 de 2019), el apoderado indicó no tener observaciones ante el descubrimiento probatorio de la Fiscalía, y pidió nuevamente se aplazara la diligencia por cuanto la abogada LUCERO TORRES tiene poder del investigado, lo cual negó la a quo pues la referida abogada no ha acreditado tal postulación, y dispuso continuar con el trámite; no obstante, el fiscal se rehúso a efectuar la diligencia por cuanto la abogada LUCERO TORRES tenía un poder del acusado, e igualmente no se encontraba preparado para efectuar sus pretensiones probatorias por cuanto se encontraba en otras actuaciones, no contaba con la carpeta del caso y se encontraba en comisión de estudios. A consecuencia de todo ello, la a quo suspendió dicho acto. 
Posteriormente, al continuarse con dicha diligencia (marzo 21 de 2019), compareció la abogada LUCERO TORRES quien entregó un poder otorgado en enero de 2018 por parte del aquí procesado, pero sin registro de autenticación. Aunque la letrada expuso que no fue citada por el despacho, se le comunicó que no lo fue por no tener la condición de apoderada en tanto otro desplegaba tal rol, pero muy a pesar de ello se le permitió asumir la defensa del procesado.

1.4.- Concedida la palabra a la abogada LUCERO TORRES, la profesional solicitó la nulidad de lo actuado para ejercer una defensa técnica adecuada, en cuanto si bien la Fiscalía tenía conocimiento que ella era la abogada de RDSC no fue citada a las audiencias, sin que le pueda trasladar una omisión de la Fiscalía para remitir el poder, ni tampoco quebrantarle el derecho a la defensa técnica cuando el procesado escogió un abogado a su elección. La nulidad la solicita desde la audiencia de formulación de acusación.

1.5.- El fiscal adujo que tenía conocimiento del poder al que alude la abogada y que obraba en las carpetas del ente acusador, pero era su responsabilidad acudir a la judicatura para ejercer la defensa técnica, y al no obrar el poder en el Centro de Servicios ni en el Juzgado, era imposible que fuera citada para las audiencias. Ante un requerimiento del despacho para que explicara por qué los datos de la abogada no se incluyeron en el escrito acusatorio, aclara que el dossier es voluminoso y al parecer el mismo se encontraba en una de las carpetas, de lo cual no tuvo conocimiento, y por ello se notificó al abogado que allí obraba. Deja en manos de la a quo la decisión pertinente.

1.6.- El Agente del Ministerio Público expresó que la vía para subsanar la situación planteada no es la nulidad, como quiera que no se evidencia afectación de fondo a los intereses del procesado porque en la acusación fue asistido por una defensora y el descubrimiento probatorio parte solo de la Fiscalía. Siendo así, la manera correcta de remediar el asunto es suspender la preparatoria y darle tiempo a la letrada para que disponga sus elementos probatorios y sustente sus pretensiones. Agrega además que no encuentra afectación en cuanto a la posibilidad de un preacuerdo porque existen diversas formas de negociación para lograr igual beneficio punitivo con posterioridad a la formulación de la acusación.

1.7.- En marzo 27 de 2019, la funcionaria a quo se abstuvo de resolver la petición de nulidad elevada al advertir que la abogada carece de legitimidad para actuar en dicho asunto, en tanto el poder arrimado carece de las formalidades establecidas en los artículos 73 y 74 C.G.P. a los que se acude en atención al principio de integración, así como lo señalado en el Decreto 1069/15, por cuanto el referido documento no ha sido presentado por el procesado personalmente -ante juez, oficina de apoyo, Notaría u otra autoridad- y por ende no podrá ser tenido en cuenta como quiera que no se trata de la carencia de una exigencia meramente formal, sino de índole sustancial. Agrega que en aras de garantizar el derecho de postulación se requerirá a la abogada -quien mantiene contacto con el procesado- para que otorgue poder con el lleno de los requisitos legales, dándosele un término prudente, con la advertencia que de no acreditar la legitimación para actuar se solicitará a la Defensoría Pública la asignación de un nuevo apoderado con miras no solo a garantizar la defensa técnica, sino para blindar el procedimiento de una futura nulidad por falta de legitimación de parte de la letrada.
Inconforme con la providencia emitida, la defensora del procesado interpuso recurso de apelación.

2.- Debate

2.1.- Defensora -recurrente- 
Frente a las deficiencias del poder aducidas por la a quo, señala que debe mirarse las condiciones en que se hallaba detenido el señor RDSC en la U.P.P.V., cuya verificación reclama, al no haber abogado ni oficina jurídica para que colocara un sello o firma, en tanto de similar manera el paz y salvo que entregó el anterior abogado también carece de presentación, ni tampoco fue arrimado al juzgado. Aduce que los abogados acuden directamente es a la Fiscalía, no a los Juzgados, y fue allí donde llevó el poder cuando todavía su cliente no se había fugado.

No puede cobrársele a su representado las falencias del Estado, por cuanto en la U.P.P.V. no se cuenta con unidad jurídica, o que la Fiscalía omita poner sellos y fechas de recibido de los poderes, máxime que el que ella entregó lo hizo ante un funcionario estatal que puede dar fe de la fecha en que fue presentado y cuya autenticidad se ha puesto en duda. El obligar a su defendido -quien está evadido de la justicia- para que a la hora de ahora autentique un poder o acuda al despacho a verificar el mismo, o al Centro de Servicios, es violatorio del derecho a la defensa y debido proceso.

Pide se revise la carpeta del caso, la fecha del preacuerdo, y los libros de la U.P.P.V., para determinar cuándo fue su última visita a dicho lugar y del abogado que la antecedió antes de la fuga del acusado RDSC. En tal sentido, se revoque la decisión adoptada para que se emita una de fondo.

2.2.- Fiscal -no recurrente- 
Entiende que lo efectuado por el despacho es dar mandamiento al artículo 10 C.P.P., relativo a la corrección de actos irregulares no sancionables con nulidad, pero le llama la atención que  si el problema jurídico abordado fue el carecer del derecho de postulación de la defensa, se le haya dado la palabra para que justificara una nulidad. Igualmente señala que pretender que al señor RDSC se le lleve a un Notario para que certifique un poder, lo considera extremo y riñe con la formalidad que casi desaparece en esta clase de actuaciones, pues véase que un mismo imputado o indiciado puede darle poder a quien le parezca en audiencia sin que presente documento alguno.

En este caso existe una renuncia en enero 18 de 2018 de parte de quien representaba al acusado, con el paz y salvo respectivo, y posteriormente comparece la abogada LUCERO TORRES con un poder de RDSC, sin que nada exprese lo contrario, máxime cuando a esa misma letrada le había otorgado poder para que lo asistiera desde la audiencia de imposición de medida de aseguramiento. Y aunque los fiscales no son Notarios ni pueden legitimar o no a un abogado, en atención al principio de la buena fe, se observa que acá aparece una firma y una huella y con este se procedió a entrar a una negociación con el procesado, quien dejó firmado un preacuerdo que no se logró finiquitar por cuanto huyó de la justicia.

La presencia de la referida abogada, quien en su sentir no actúa de manera ad honorem, indican actos positivos que asume como defensora del procesado por la responsabilidad que tiene con este, así que exigirle más sería incurrir en una discusión bizantina para solucionar algo que estima sin trascendencia. Sea como fuere, recalca que la Fiscalía tendrá que enfrentar el juicio oral con la abogada que se designe, pero aun así los derechos del procesado deben ser salvaguardados para que el mismo se defienda con quien le parezca, y en este caso escogió a la abogada LUCERO TORRES. Deja a consideración de la Sala la decisión pertinente.

2.3.- Ministerio Público -no recurrente- 
En este caso no se había detectado el problema de autenticidad del poder, lo que no fue objeto de mayor discusión en un principio, por lo cual la abogada pidió la nulidad de lo actuado. Pero al ser detectado dicho error, la funcionaria tenía que  pronunciarse a ese respecto para no dejar tal situación latente dentro del proceso. Por eso estima que sí era viable que la abogada interviniera en este asunto, así como también para interponer recurso, pues se trata de un tema trascendental, y discutible.

En cuanto a la autenticidad del documento, el C.G.P. establece unos requisitos, sin que ello pueda suplirse por la libertad probatoria, en cuanto lo que quiso decir el legislador es que quien firma el poder es quien dice ser y su voluntad está allí expresada, por lo cual dichas exigencias son ad substantiam actus, es decir, solemnes. Estima que el escrito debe hablar por sí solo cuando tiene características de autenticidad, sin que un interviniente deba dar fe de que es así, y en este caso al observar el mismo, ve una firma de quien dice ser RDS y una huella, aunque más parece una mancha; pero además carece de nota de presentación, pase de la U.P.P.V, y de recibido ante el fiscal que lo recibió. 

Considera que el poder carece de las condiciones de autenticidad exigidas, y desconoce si la abogada podría haber subsanado tal situación antes de esta audiencia, pues no era sino que su cliente fuera a una Notaría, autenticara el poder y con ello la inconsistencia quedaba subsanada.

3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Corporación se contrae a establecer si en efecto el poder allegado por la abogada LUCERO TORRES para representar los intereses del señor RDSC en condición de acusado en el presente asunto, cumple las exigencias legales para hacer uso del derecho de postulación, evento en el cual deberá revocarse la providencia emitida por la a quo; o si, por el contrario, la providencia emitida por la funcionaria de primer grado se encuentra ajustada a derecho.

3.3.- Solución a la controversia

De acuerdo con la situación fáctica planteada, aprecia la Sala que la situación a dilucidar está enmarcada en el hecho que a la abogada LUCERO TORRES MURILLO se le negó su reconocimiento como apoderada del señor RDSC, quien al parecer, con antelación a fugarse del sitio de reclusión, le otorgó poder para actuar, pero el mismo carece de nota de presentación personal, a consecuencia de lo cual se adoptó tal determinación.

Antes de proceder a ingresar en el estudio de la actuación, considera necesario el Tribunal hacer un recuento de la situación observada en la carpeta allegada por el Juzgado de primer nivel, en relación con la representación que dentro de esta ha tenido el señor RDSC, así:

Durante las audiencias preliminares -legalización allanamiento, captura e imputación- realizadas durante los días 16 al 19 de  septiembre de 2017, el señor RDSC contó inicialmente con la representación de una abogada adscrita al Sistema Nacional de Defensoría Pública; empero, para aquella relativa a la imposición de medida de aseguramiento le otorgó poder a la abogada LUCERO TORRES MURILLO, como así se desprende del acta de las mencionadas diligencias.

En el escrito de acusación se aprecia que quien allí fungía como apoderado para ese instante era el abogado YEISON ANDRÉS HURTADO PELÁEZ, quien fuera citado para la audiencia de formulación de acusación, pero con antelación a su celebración allegó documento al juzgado de conocimiento donde informó que ya no desempañaba tal labor, ya que con antelación a que el señor RDSC se fugara de su sitio de reclusión, le firmó la renuncia al poder y el respectivo paz y salvo.

La Defensoría del Pueblo designó como nueva apoderada a la abogada MARIANA VELÁSQUEZ MARÍN, en presencia de la cual se realizó la formulación de acusación en junio 13 de 2018, y se señaló fecha para la audiencia preparatoria.

En Diciembre 03 de 2018 compareció otro abogado de la Defensoría del Pueblo, el Dr. MOISÉS VARGAS POLANÍA, al cual le fue reasignado el caso, quien en esa oportunidad informó que en diálogo sostenido con la abogada LUCERO TORRES, esta le manifestó que tenía un poder especial del acusado para su representación legal, motivo por el cual el Defensor Público pidió la suspensión del acto. Lo anterior, aunado a que en dicha momento el fiscal hizo saber que antes de la evasión del sitio de reclusión del procesado, este suscribió un preacuerdo asistido por su entonces defensora de confianza. La funcionaria de conocimiento accedió al aplazamiento pedido por la defensa y señaló nueva fecha para la diligencia.

En marzo 14 de 2019, cuando se reanudó la preparatoria, acudió nuevamente el Defensor Público MOISÉS VARGAS, quien reitera, como lo hizo saber en la sesión anterior, que la abogada LUCERO TORRES indicó tener un poder del procesado y contaba con elementos de prueba que pretendía hacer valer, motivo que lo obligaba a pedir una nueva suspensión, misma que si bien se dio, lo fue por la situación aludida en ese momento por el fiscal del caso, quien adujo constarle que la letrada tenía un poder especial.

Finalmente, en marzo 21 de 2019, hace presencia la abogada LUCERO TORRES, quien entrega el poder otorgado en enero de 2018 por el señor RDSC, y explicó las razones por las cuales solo lo hizo en esa ocasión, a consecuencia de lo cual el juzgado no vio objeción alguna en permitirle que asumirá la defensa técnica del procesado.

De ese necesario recuento procesal, debe en principio señalar la Sala que en momento alguno le han sido vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso y de defensa del señor RDSC, pues como se aprecia, en todo momento ha estado asistido por un profesional del derecho, ya sea de la Defensoría del Pueblo o de confianza, quienes han actuado en las diferentes etapas procesales con apego a la normativa vigente.

Ahora bien, con ocasión del disenso de quien dice fungir como su defensora de confianza, debe establecer el Tribunal si el documento arrimado en efecto la habilita para hacer uso del derecho de postulación y representar en juicio los intereses del acusado.
En esa dirección debe desde ahora indicar la Sala que la pretensión de la letrada no está llamada a prosperar por lo siguiente:

Es cierto que el artículo 29 Superior establece que quien ostente la condición de procesado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un letrado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento. Y ello implica que quien pretenda ejercer el derecho de postulación a favor de un tercero, requiere de un poder especial que le otorgue facultades para tal representación.

Así mismo, y como bien lo expresó la a quo, el C.P.P. no contempla normativa alguna relacionada con los requisitos o exigencias que debe contener tal escrito, por lo cual en atención al principio de integración contenido en el canon 26 ídem, debe acudirse por remisión al Código General del Proceso, que sí contempla una regulación expresa en tal sentido.

En efecto, el artículo 73 de dicha norma dispone que las personas que hayan de comparecer al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado legalmente autorizado, y el canon 74 dispone: “El poder especial puede conferirse verbalmente en audiencia o diligencia o por memorial dirigido al juez del conocimiento. El poder especial para efectos judiciales deberá ser presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o notario. Las sustituciones de poder se presumen auténticas […]”. 
Es cierto en ese sentido que en el sistema penal acusatorio se usa con relativa frecuencia que los procesados en curso de las distintas audiencias que se realizan confieren de manera oral poder a sus apoderados, lo cual los faculta para intervenir en su representación. Pero cuando ello no ocurre, como en el caso objeto de estudio, ese poder debe estar prevalido de ese requisito de solemnidad.
Y dicha exigencia no es otra que tal documento sea “presentado personalmente” por quien lo confiere ya sea ante el Juez, Oficina Judicial de Apoyo, Centros de Servicios Judiciales para el Sistema Penal Acusatorio, o Notario, servidores estos que son los encargados de dar fe en el sentido que la persona que suscribe el poder en efecto es quien dice ser. 
Igualmente, cuando se trata de personas que se encuentran privadas de su libertad en centros carcelarios, o incluso en sitios de reclusión transitorios -nos referimos a las estaciones de Policía, CAI o U.P.V.-, debe obrar el “pase jurídico” que no es otra cosa que un sello de la entidad a cargo de la cual se encuentra la persona detenida y que se plasma en el documento, cuya finalidad no es otra que dar cuenta que dicho escrito fue elaborado por el interno, y de ese modo se acredita que no fue alguien distinto a él quien efectivamente lo suscribió.
En el caso objeto de estudio, es evidente que el escrito que al parecer fue signado por el señor RDSC carece de tal requisito sustancial, pues en el mismo solo obra una firma y una huella, en tanto ni siquiera hay certeza de la fecha en la cual se diligenció, salvo la aludida por la abogada LUCERO TORRES -enero 2 de 2018-; además, que fue entregado al despacho fiscal en su debida oportunidad. Y aunque el representante del ente acusador en sus intervenciones señaló que ello sí ocurrió, obra por su ausencia la fecha en la que le fue entregado y anexado al dossier, y el mismo tampoco puede dar fe que en realidad fue suscrito por el procesado.

Se hace contundente entonces, que desde el instante en que le fue puesto en conocimiento de la judicatura tal documento, al notarse la carencia de presentación personal por parte del poderdante, la decisión de la a quo debió haber sido la de negar la participación de la profesional del derecho por no estar debidamente acreditada para asistir al acusado; pero aun así, con miras a salvaguardar el derecho de defensa, le concedió el uso de la palabra a la letrada para que interviniera en un primer momento, donde pidió la nulidad de lo actuado. Así las cosas, como quiera que la funcionaria judicial al advertir la existencia de una situación irregular no podía persistir en la misma, y antes por el contrario debía proceder a su corrección en los términos en que lo ordena el inciso final del artículo 10 C.P.P., no le quedaba alternativa diferente a la de obrar en la forma en que lo hizo.

Estima la Sala entonces, que en este asunto, y en consonancia con lo mencionado por la funcionaria de primer nivel y el Agente del Ministerio Público, la abogada TORRES MURILLO carece de legitimidad para representar al señor RDSC, lo cual no es desde luego un asunto sin trascendencia, como lo refirió el fiscal en condición de no recurrente, por cuanto la ausencia de presentación del poder comporta la carencia de legitimación para actuar a nombre de otro, máxime en este caso donde el procesado abandonó el proceso a raíz de la fuga del sitio de reclusión. Así que mientras no se subsane tal anomalía la letrada no está habilitada para actuar en calidad de representante contractual del procesado.

No obstante lo anterior, y como lo indicó tanto el Ministerio Público como la funcionaria de primer nivel, le queda por supuesto a la profesional del derecho la posibilidad de que su cliente, con el cual al parecer tiene contacto -desde la clandestinidad donde se encuentra-, suscriba un nuevo poder o autentique el que ya posee para suplir el referido requisito. Exigencia que no se sale en modo alguno de la carga impositiva, porque la condición de prófugo que ostenta actualmente, no puede en modo alguno obrar a su favor para justificar el incumplimiento de la ley, antes por el contrario, él se ubicó voluntariamente en esa condición y debe buscar la forma de acatar lo dispuesto, sin esperar a que las autoridades encargadas de dar cumplimiento a la norma busquen alternativas para esquivar un proceder que es común a todos los ciudadanos.
Considera por consiguiente la Sala, que hasta tanto sea otorgado poder en debida forma a la abogada LUCERO TORRES MARÍN por parte del ciudadano RDSC, el encargado de continuar con su representación en el presente asunto, será el profesional del derecho que fuera debidamente asignado por la Defensoría Pública, esto es, el abogado MOISÉS VARGAS POLANÍA.

En ese orden de ideas, y al considerar la Colegiatura que la decisión emitida por la a quo se encuentra ajustada a derecho, se procederá a su confirmación.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la determinación adoptada por la señora Juez Primero Penal Especializada de Pereira (Rda.), en cuanto se abstuvo de pronunciarse de fondo frente a la nulidad impetrada por la abogada LUCERO TORRES, ante su falta de legitimidad para intervenir.

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno. 

Los Magistrados, 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA 

La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
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